EApUiida qe Derechos Versión Taquigráfica N* 1871 de 
Humanos 2003 


S/C 


PROCURADOR PENITENCIARIO DE LA NACIÓN DE LA 
REPUBLICA ARGENTINA 


Exposición del doctor Francisco Miguel Mugnolo y asesores doctores Raquel Gass y Ariel Cejas 
Meliare 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 23 de junio de 2003 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Alberto Scavarelli. 
MIEMBROS: Señores Representantes Guillermo Chifflet y Edgar Bellomo. 
ASISTEN: — Señores Representantes Daniel Díaz Maynard y Felipe Michelini. 


INVITADOS: Por SERPAJ, doctores Guillermo Paysée y Ariela Peralta; por el Patronato de Encarcelados y 
Liberados, señora Cristina Gil; Director de Establecimientos Carcelarios, Inspector (P) 
Enrique Navas, por el Colegio de Agobados, doctor Eduardo Balduini; por la Fundación 
Kolping, señor Pablo Álvarez; y por la Fundación Winners, señor Juan Pedro Rivas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Scavarelli).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
(Es la hora 10 y 20) 


Para la Comisión de Derechos Humanos es un motivo de orgullo primero y de alegría después, pero sobre 
todo desde el punto de vista institucional significa una enorme satisfacción, que el señor Procurador 
Penitenciario de la Nación de la República Argentina y sus asesores, la doctora Raquel Gass y el doctor Ariel 
Cejas, hayan aceptado el desafío que significa venir a contarnos sus experiencias y vivencias de este tiempo 
en un tema que nos tiene a todos muy preocupados, como es el fenómeno carcelario. 


Como se sabe, en estos días el Parlamento uruguayo está dando aprobación al proyecto de ley de 
Comisionado Parlamentario, elaborado por nuestro querido amigo el señor Diputado Díaz Maynard - 
iniciativa que ya lleva aproximadamente quince años de presentado-, y a través de él es que se produce la 
oportunidad de esta invitación que formuláramos y que tuviéramos la enorme satisfacción de que obtuviera 
una respuesta afirmativa. 


Estuvimos hablando unos minutos con el señor Procurador conociendo su visión sobre este tema en la 
República Argentina y tratando de tener una idea acerca de cuán transferibles son esas realidades a las 


nuestras. Creo que en la comparación de los institutos internacionales siempre existen dos grandes desafíos: 
no ceder a la tentación de inventar el agua tibia todas las mañanas -lo que significa la capacidad de asimilar 
las cosas valiosas que para problemas similares otras sociedades han adoptado- y, por otra parte, tener en 
cuenta que en una comunidad democrática ninguna fórmula es transferible "in totum" por cuanto la 
particularidad cultural, el desafío de la individualidad social, de los propios matices y de las axiologías de 
cada comunidad humana, hacen que esos institutos deban ser adaptados, ponderados y vistos. En cuanto a las 
experiencias, que es lo que importa en lo que tiene que ver con la gestión, el mundo de la construcción 
jurídico-institucional tiene dos grandes tiempos: el de la generación de la institución y el de la puesta en 
práctica o de la dinámica de la institución generada. En este caso, desde el punto de vista institucional, entre 
lo que el Parlamento uruguayo está aprobando y lo que la institucionalidad de la Nación argentina cuenta en 
este tema, tenemos distintas estructuras por cuanto la de la Nación argentina pertenece al Ministerio de 
Justicia de la Nación, que significa el órgano con competencia en el manejo de lo carcelario. Algún día 
tendremos que pensar en profundidad en ese Ministerio de Justicia, sin el atavismo o estigma del período de 
quiebre institucional o de dictadura de la República, porque realmente parece que estamos forzando 
demasiado las instituciones cuando tenemos la Procuraduría General de la Nación y el Área de Cooperación 
Jurídica Internacional -es decir elementos que son típicos de un Ministerio de Justicia- en ámbitos 
ministeriales como el Ministerio de Educación y Cultura, y realmente se hace difícil atar moscas por rabos 
tan diferentes en Ministerios de esta naturaleza. 


Como nos decía el señor Procurador, el Ministerio de Justicia, que es el que tiene competencia en materia 
carcelaria en la República Argentina, cuenta -como lo expresarán nuestros invitados con conocimiento de 
causa- con el soporte del órgano institucional que con autonomía técnica absoluta maneja el sistema 
garantista de la conducta de los presos y sus derechos y obligaciones. 


En el Parlamento uruguayo, a partir de ese excelente proyecto del señor Diputado Díaz Maynard, surgió la 
idea desde otra perspectiva, es decir el manejo desde la perspectiva del Poder Legislativo como órgano de 
contralor y también, por qué no, como una garantía para el administrado y para la propia Administración. 
Quizás porque nace saturado de política ya que requiere el acuerdo de todos los sectores políticos, esa sea la 
forma de dar a ese protagonista la autonomía política necesaria para ocupar un cargo del que no puede ser 
removido, salvo causas muy graves. Creo que ese aspecto quizás nos coloca en un punto de partida diferente, 
pero como las sociedades somos más que parecidas -no vamos a repetir lo que se dice en cuanto al cruce del 
charco ni lo cómodos que estamos uno en el lado del otro porque todos lo sabemos y es así de corazón- 
también es cierto que tenemos realidades muy similares; hemos atravesado algunos mares procelosos de 
análogas tormentas, y en definitiva tenemos muchos puntos en común y varios de ellos podrán ser 
importantes para tener en cuenta en el tiempo de la resolución efectiva de los conflictos. 


Decíamos días atrás que en una sociedad como la uruguaya, donde no tenemos cadena perpetua, el destino 
natural de un recluso es quedar en libertad algún día. Parecería que hasta por instinto de conservación la 
sociedad uruguaya no puede vivir de espaldas al fenómeno penitenciario y a sus protagonistas, los reclusos, 
por cuanto estaría olvidando uno de los elementos principales de su propia esencia de convivencia, al que hay 
que sumar todos los riesgos epidemiológicos, de seguridad implícita, de manejo y de costos, y el señor 
Procurador nos contaba algunos casos al respecto en estos minutos en los que tuve el placer de conocerlo y la 
felicidad de escuchar sus experiencias personales. 


Señor Procurador y doctores, siéntanse en su casa en esta Casa que es la del Parlamento uruguayo, donde 
reside fuertemente la soberanía pluralista de la Nación; siéntanse en un ámbito que los recibe con enorme 
alegría sabiendo que esta será la primera de una serie de comunicaciones que tendremos en el futuro. Sobre 
todo queremos agradecerles la generosidad de su participación porque, lamentablemente, hemos tenido que 
actuar con una enorme descortesía por cuanto, simplemente, hemos cursado una invitación diciendo "Ojalá 
puedan venir”, porque la propia situación económica ha impedido al Parlamento uruguayo cumplir con un 
deber mínimo que sería el de decir "Los esperamos, ahí van los pasajes, los alojamos en tal lugar", pero a 
precio de que son nuestros hermanos hacemos estos abusos que en definitiva tienen lo fructífero de su 
presencia. 


Señor Procurador: es una alegría tenerlo por aquí y estamos atentos a sus dichos. 


SEÑOR MUGNOLO.- Lo primero que corresponde es decir que para la Procuración Penitenciara Argentina 
es un honor estar en la República Oriental del Uruguay y en el Parlamento uruguayo. Como hombres de la 


democracia nos sentimos honrados por esta invitación y, por supuesto, no importan las circunstancias ni los 
medios pues siempre somos bien acogidos -lo hemos sido en otras oportunidades- y haríamos cualquier 
esfuerzo material por estar aquí por el solo hecho de encontrarnos con nuestros amigos y hermanos 
uruguayos. Por tanto lo primero es agradecer al señor Diputado Scavarelli como Presidente de la Comisión, a 
los demás señores Diputados y a todo el Parlamento por esta invitación y esperamos que sus expectativas se 
cubran. Nuestra intención es venir aquí a dialogar con ustedes y no tanto a hacer una conferencia sobre la 
Procuración. 


Además tengo que agregar, sinceramente, que para mí es siempre una satisfacción encontrarme con el señor 
Diputado Díaz Maynard, a quien tuve oportunidad de conocer en el Parlamento Latinoamericano. 
Precisamente él fue quien me señaló esta pequeña debilidad que voy a explicar rápidamente que tiene nuestra 
institución de Procuración, pero por suerte -gracias a ese señalamiento- hoy en el Parlamento argentino hay 
también una iniciativa similar a la que están aprobando ustedes, para dar a la Procuración Penitenciaria el 
lugar institucional que creo que debe tener como órgano de control sobre el sistema que está en el ámbito del 
Poder Ejecutivo. 


Empecé por ese aspecto para caracterizarnos. Nosotros somos un organismo que está en la órbita del Poder 
Ejecutivo; ha sido creado por decreto, lo que señala una debilidad, o tal vez dos debilidades. La primera, es 
que todos los que estamos en la actividad política hace muchos años decimos que no es bueno estar a tiro de 
decreto en la Argentina; eso debilita la institucionalidad. Por supuesto que después de diez años de vigencia 
del decreto, a través de distintas Administraciones, con diferente referencia política, podemos confiar en que 
realmente la institución se ha impuesto por sobre esta debilidad de la creación por decreto. La otra debilidad 
consiste en que esta Procuración tiene todas las características de un ombudsman, de un defensor como el 
defensor del pueblo en el ámbito carcelario. Nosotros somos designados por el Presidente por cuatro años -no 
somos removibles salvo por las causas que corresponden a toda remoción de funcionarios públicos-, no 
recibimos instrucciones del Presidente ni del Ministro y estamos en un área del Poder Ejecutivo que 
controlamos y criticamos pero que, sin embargo, no nos puede dar ningún tipo de indicación. Para mí eso es 
un gran alivio. La verdad es que después de muchos años de experiencia en la vida política siempre deseé 
estar en lugar donde no me mandara nadie, pero eso tiene una debilidad y consiste en que para funcionar 
debo solicitar recursos al Ministro. En esto voy a ser absolutamente sincero y quiero honrar las figuras de los 
funcionarios que estuvieron a cargo de los Ministerios y la de los Presidente -desgraciadamente tuvimos 
varios en este corto tiempo en Argentina-, porque nadie intentó, jamás, decirme alguna cosa o pretender que 
yo hiciera o dijera alguna cosa; nadie intentó observar este principio de independencia absoluta que tengo 
para las funciones. 


También debo decir que los Ministros administran presupuestos, por lo que cada vez que necesito algo se lo 
tengo que pedir a ellos pero, además -algo que también ustedes conocen-, estos países están en una 
circunstancia en la que administramos la escasez. Esto genera algunas dificultades funcionales, pero de todos 
modos creo que es bueno que los organismos de esta naturaleza tengan presupuestos que estén pautados 
anualmente y que se sepa cuál es la probabilidad de recursos necesarios para el desempeño de las funciones. 


Yo hago un presupuesto, pero el que lo aprueba es el Ministro, el Poder Ejecutivo, y lo envía al Parlamento, 
que -como ustedes lo practican- hace recortes; entrego el sobretodo y me devuelven el chaleco. 


(Hilaridad) 


Estas características de la procuración son funcionales para hacer el control externo del sistema penitenciario. 
En este punto, quiero hacer la siguiente aclaración: nos consideramos un órgano de control del sistema y no 
del sistema penitenciario. El servicio penitenciario tiene sus propios mecanismos para encarar los problemas 
internos. Yo observo cómo funciona el sistema y como, por supuesto, quienes lo monitorean son los 
miembros del servicio penitenciario. Además, por reflejo, hay un control sobre esto, pero va un poco más allá 
porque, en realidad, la política criminal implica que se la vea como una película y no se pueden observar las 
partes del proceso como fotografías. No podemos mirar el sistema penitenciario como una foto; tenemos que 
mirar cómo actúa en el marco de una política criminal, de Estado, que empiece con la prevención social, la 
prevención y represión del delito, con el funcionamiento de la justicia, con el cumplimiento de las condenas o 
del castigo que se impone a quien rompe el contrato social y con lo penitenciario y pospenitenciario. 


Si miramos como fotografía lo penitenciario y creemos que porque alguien que viene mal desde la 
prevención social, pasa cinco años en la cárcel, lo devolveremos como un buen ciudadano que accedió a todo 


aquello de lo que fue privado durante esos días, estamos equivocados. Por su condición, todo hombre que por 
determinada circunstancia entró al campo del delito merece tener esta oportunidad y, además, generalmente 
nuestras constituciones, leyes y pactos internacionales a los que adherimos hablan de esta necesidad de que la 
cárcel cumpla determinado rol o determinada función de reinserción social, de resocialización y de distintas 
maneras se está diciendo que se espera algún resultado de la cárcel en el mejoramiento o reposición de la 
persona. 


Nuestra tarea es velar para que todos estos derechos que tienen los internos -que no son suspendidos por la 
condena; solamente se los priva de su libertad- sigan teniendo plena vigencia en el marco del cumplimiento 
de esa restricción de este derecho que supone la privación de libertad. 


Para lograr eso, brevemente quiero decir -porque aspiramos a que puedan conversar con nosotros- que hemos 
organizado esta institución que tiene 12 abogados, 3 médicos, 1 psicólogo y un ex funcionario del servicio 
penitenciario -un alcalde que ya lleva unos años fuera del servicio-; esto es positivo porque nos ayuda a 
decodificar algún tipo de noción, de cultura en cuanto a conocer cómo son las cosas desde otro ámbito. Por 
supuesto, nos falta una socióloga y un trabajador social. Creo que así se constituiría el equipo ideal que 
deberíamos tener en la procuración. Las razones por las que no lo tenemos son las mismas que explicaba el 
señor Diputado: siempre tenemos problemas presupuestales. 


En cuanto al personal y en homenaje a quienes me acompañan, quiero decir que si bien ustedes los ven 
jóvenes, tienen alta competencia técnica y mucho compromiso de trabajo y con la defensa de los derechos 
humanos. Naturalmente, tanto el doctor Cejas como la doctora Gass son los encargados de la unidad más 
complicada de la Argentina que es la de Devoto -la unidad penitenciaria emblemática de nuestro país- que 
tiene algo muy parecido a lo que tienen ustedes en cuanto a la infraestructura que está muy deteriorada, pero 
además, en donde debía haber 1.500 reclusos hay 2.200, esto nos va hablando de estas cuestiones que muy 
bien mencionaba el señor Diputado Scavarelli en cuanto a que no somos tan distintos, aunque quizás 
tengamos nuestras particularidades. 


En cuanto a nuestras culturas quiero contarles algo. Construimos unos complejos penitenciarios -el señor 
Diputado Díaz Maynard los conoció-, sobre los que podemos decir que, sin hablar del precio, son realmente 
muy importantes; estructuras deseables para el sistema. Pero resulta que los copiamos a una cárcel de 
Maryland. Esto fue tan copiado que no se tuvo en cuenta el detalle de que en los pabellones no había de 
dónde sacar agua caliente para el mate. A raíz de ello surgió la primera disputa con los internos porque en 
nuestro país toman mate y en Uruguay también. Pongo este ejemplo para afirmar que es cierto que hay 
características culturales; vemos distintas maneras en los modos de concebir las relaciones y en muchas 
circunstancias que hay que tener presentes. A su vez, hay una cosa común. He conocido un poco 
Latinoamérica -aunque he leído bastante-, me he encontrado en muchos ámbitos con gente latinoamericana y 
después con europeos y con pocos de Estados Unidos y debo decir que, en el fondo, la cárcel es igual en 
todos lados. 


Más allá de estas cuestiones, me parece importante decir que tal vez una doctrina penitenciaria muy 
vinculada al respeto a los derechos, a la dignidad de la persona y a lo que nos comprometemos en el orden 
internacional debería ser lo que habría que ir desarrollando. Esto también forma parte de una política de 
Estado que, desgraciadamente, en nuestro país no tenemos. Disculpen esta desviación; tengo el defecto de 
hablar de estas cosas porque como también fui Diputado, digo algunas cuestiones que van más allá del tema. 


En cuanto a la institución que hoy tenemos, les voy a decir lo que pienso. Creo que es un organismo de gran 
utilidad y eso es lo que deben mirar sobre esta futura figura que van a tener. No es de gran utilidad porque 
proclame o señale cuestiones vinculadas a la defensa de los derechos; es muy útil en la cotidianeidad y en el 
vínculo que se genera, principalmente, con los internos porque aparece una figura que está fuera de lo que es 
el sistema penitenciario; es un órgano de control externo. Hay una gran dificultad entre los penitenciarios, no 
solo con los que tienen la guarda, la responsabilidad de la seguridad sino con los médicos, con los maestros a 
quienes se ve como parte del sistema. Nosotros hablábamos con los médicos de la alianza terapéutica: ese 
vínculo tan importante que el médico logra con el paciente. Yo les voy a decir lo que siento. Si cuando al 
médico le preguntan si el recluso está para que lo sancionen o no y contesta que sí, ¿cómo creen que el 
interno va a ir al médico con confianza? Hay dificultades de este tipo en toda la escala y muchas veces 
venimos a ser como un cable a tierra y como un canal de mediación y de comunicación. Esto es muy 
importante porque el interno con el tiempo se abre a nuestros profesionales, que empiezan a ser de vehículos 


de demandas que están contenidas. Ustedes saben que la mayor dificultad de los internos, por su origen y por 
su historia, es la de verbalizar los reclamos. Entre el deseo y la acción se pasan sin esta posibilidad de 
verbalizar que tenemos nosotros porque naturalmente hemos tenido otras condiciones para desarrollar esta 
capacidad de vincularnos sin pasar por eso. Entonces, si desean una cosa, van y se la apropian; es una gran 
dificultad. Entonces, en esto de abrir los canales de comunicación, creo que cumplimos una función muy 
importante. También mediamos en conflictos; muchas veces nos anticipamos a los conflictos y, otras, los 
evitamos por distintos mecanismos, a veces, hasta tratando de establecer un diálogo que cada vez se hace más 
fructífero y comprensivo con el personal del servicio penitenciario. 


El personal del servicio penitenciario a veces nos mira de cierta manera porque lo cuestionamos o le decimos 
cosas y si comete un delito, lo denunciamos; a lo mejor no somos la figura más simpática de la relación. 


También se abre un diálogo con la gente del servicio penitenciario y empezamos a corregir situaciones, por 
demandas de los internos y porque se nos señalan cuestiones del sistema. La verdad es que la cárcel -lo digo 
con toda franqueza- no es ni lo que dicen los internos ni los penitenciarios; a esos fines, hay que tener un 
buen entrenamiento del personal que está trabajando. 


Por supuesto, también hemos participado en reclamos colectivos. Nuestra ley dice que no se puede reclamar 
colectivamente, pero cuando los presos que tienen el derecho de peticionar y hay que garantizarlo -habrá que 
viabilizarlo de una manera más adecuada-, lo hacen por cosas muy genéricas, van a la huelga de hambre o 
hacen batucadas -como las llamamos- golpeando las rejas todo el día. Hemos señalado que esto no es 
violatorio de ninguna ley sino que la huelga de hambre y estas exteriorizaciones son un modo de peticionar 
legítimo que tienen los presos en la cárcel, siempre que estén en el marco del orden, que no se llegue a la 
violencia, etcétera. Ante esas circunstancias hemos intervenido rápidamente comunicándonos con ellos a 
través de los delegados. Hemos aprendido el vocabulario de los presos, porque les confieso que al inicio de 
mi gestión muchas veces me hablaban pero no entendía bien lo que me decían hasta que uno va aprendiendo 
estas cosas fácilmente si se presta atención. Entonces, les anticipábamos, los orientábamos; precisamente le 
decía al señor Presidente de la Comisión que cuando asumió el nuevo Presidente de Argentina, los presos 
hicieron una petición colectiva, de esas algo imposible de llevar a cabo. Entonces, les dijimos: muchachos, 
pidan todo lo que quieran pero lo que están reclamando afuera es imposible de compatibilizarlo con ninguna 
autoridad, porque en el Parlamento se está discutiendo cómo agravar la figura del delito de secuestro y todo 
el mundo opina muchas cosas. Entonces, nos interesamos, proponemos intercambiar las peticiones por otras 
razonables y justas y no siempre se logra éxito porque estas cosas no dependen mucho de nosotros. Es decir, 
que esta cuestión todavía está en el aire. 


Con el propósito de hacer un cable a tierra, por un lado, la Procuración se ha ocupado de situaciones de los 
internos de un modo particular, no solo por sus condiciones de alojamiento sino a veces por trabajo, 
injusticias sobre el sistema sancionatorio o vinculaciones entre la familia. Por otro lado, a veces suplimos 
cierto trabajo de algunos abogados -fui Presidente del Colegio de Abogados- que atienden al encausado hasta 
que le dictan sentencia, pero después es muy difícil que los internos, que generalmente son de condiciones 
muy humildes, puedan tener patrocinios letrados pagados como debería ser y comienza a funcionar la 
defensoría general que está recargada de causas. Entonces, a veces actuamos llevando alguna información 
que alivia el trámite acerca por ejemplo de si se está cumpliendo la condena, si se unificaron las penas, 
etcétera. Todas estas cuestiones agregan trabajo a nuestra función. Si uno se deja llevar, nos haríamos cargo 
de muchas funciones. 


Una cuestión que atendimos de una manera muy particular con la intervención de la doctora Gass y por 
supuesto con una visión del compromiso con nuestra gestión, era la de no discriminar con los extranjeros. 
Tenemos un alto porcentaje de reclusos que son extranjeros, porque por ejemplo en el norte de Argentina hay 
mucho tráfico de drogas, así como también en la zona fronteriza con Paraguay, es decir, tenemos muchos 
bolivianos, peruanos y uruguayos. Entonces, hemos pensado que una forma de poder atenderlos era a través 
de una convocatoria a los cónsules generales acreditados en el país. Por supuesto, trabajamos con el doctor 
Dibour, de la Dirección de Relaciones Internacionales que está en el Ministerio de Justicia y debo decirlo 
aquí, porque está presente el señor Cónsul del Uruguay, que ha sido una de las personas que más ha ayudado. 
Quiero agradecer la tarea que ha hecho en su país y en el Parlamento, porque sin su apoyo no hubiésemos 
logrado lo que tenemos, es decir, reuniones con más de sesenta cónsules generales en nuestro Ministerio 
explicando en qué podíamos ayudar, qué funciones eran importante recordar y cómo canalizarlas, porque a 


veces hay un interno de su país y no sabe, etcétera. Hemos trabajado en estas cuestiones y valga el elogio 
para el señor Cónsul del Uruguay en Argentina que nos ha ayudado muchísimo, doctor Aristibel Aroche. 


Nuestra organización interna es con grupos de profesionales como abogados, médicos, etcétera -como ya 
comenté- que visitamos periódicamente a las cárceles. Creo que el éxito de mis colaboradores es que ellos 
con gran compromiso concurren semanalmente a las unidades. Reciben audiencias, están con los internos, 
reclaman ante el servicio penitenciario, así nos evitamos problemas como por ejemplo que le entregaron el 
papel al penitenciario pero no saben si lo rompió o lo mandó al juzgado, entonces, vamos nosotros y 
efectivamente corroboramos que lo mandaron, etcétera. Aplacamos este tipo de cuestiones y además 
agilizamos estas medidas. El 70% de la población penitenciaria, alrededor de 9.000 personas están en la 
Capital Federal y en el gran Buenos Aires y el resto están en el interior del país, y allí viajamos dos o tres 
veces al año para recibir a todos en audiencia. 


Es decir que la primera tarea es en la cárcel. Una Procuración sin procuradores en la cárcel, me parece que no 
tiene sentido. 


La otra cuestión es la comunicación permanente con los internos. Tenemos un sistema -como me decía el 
señor Diputado, parecido al de ustedes-, un 0800 al que nos pueden llamar, nos comunicamos en forma muy 
intensa con ellos. En la Procuración también atendemos a las familias que nos llaman al 0800 o a los 
teléfonos especialmente determinados para recibir este tipo de consultas y por carta. Los internos saben que 
los escuchan por teléfono -creo que en todas partes del mundo nos escuchan cuando hablamos por teléfono-, 
además, las cartas tienen un sistema de inviolabilidad que si se rompiera yo me encargaría de hacer cuentas 
con quien lo hiciera. Además, siempre les digo que si no pueden hablar por teléfono porque los escuchan o no 
quieren escribir cartas porque se las roban, que hagan la petición a la visita y de esa manera nos 
comunicamos. 


Acerca de nuestra relación con el Poder Judicial, debo señalar que en Argentina hace unos años existen los 
Jueces de Ejecución y de Vigilancia con quienes mantenemos un fluido contacto, pero como todas las cosas 
en mi país, se planteó y se creó de una manera, pero se instrumentó por la mitad. Por lo tanto, los Jueces de 
Ejecución están saturados en su tarea y con respecto al defensor y al Fiscal, hay cuestiones de procedimiento 
que en algunos aspectos creemos que no es necesaria la intervención del Fiscal; además, nos presentamos 
como amigos del Juzgado, "amicus curiae" y también con los jueces ordinarios, con las Cámaras y en la 
Corte. Es decir, que el Poder Judicial durante el proceso, salvo alguna cuestión vinculada -creo que ustedes 
también tienen el mismo problema-, tenemos el 60% de procesados y el 40% de condenados en esa 
población. Hay una demora en los trámites procesales y hay cosas que ocurren en la cárcel en ese lapso y es 
ahí donde tratamos con los jueces. Hay una buena relación con los jueces, pero no todos ellos tienen un 
compromiso con esta cuestión de la privación de la libertad en cuanto a darle la importancia que deberían a 
algunas cuestiones de la cárcel. Naturalmente, no digo que lo hagan con alguna intención, están saturados en 
su trabajo, pero están en la estadística, en terminar las causas que tienen que informar a la Corte y, por 
supuesto, nosotros estamos tironeando del otro lado. 


En todo este sistema, en materia de seguridad, hay una política de Estado y es indispensable el compromiso 
del Poder Judicial. En mi país es duro alcanzar un compromiso más abierto y profundo del sistema judicial en 
esta materia. Lo digo aquí fuera de mi país, porque allí por decir estas cosas, me tienen hecha la cruz, pero lo 
digo con honestidad, compromiso y con más de treinta años de ser abogado. No es una cuestión menor decir 
que la Justicia debe tener otro compromiso con esta problemática. 


Me debe haber quedado muchas cosas para decir, pero, precisamente va a venir bien para intercambiar un 
diálogo. Tengo alguna dificultad para hablar debido a una parálisis facial, pero traje a los asesores para que 
conversen con ustedes. 


Honradamente, agradezco esta invitación. Además, como buen argentino, en Uruguay me siento como en mi 
casa. 


(Aplausos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Diputados lo desean, pueden realizar preguntas y luego haríamos una 
pausa para posteriormente escuchar a los asesores. 


SEÑOR CHIFFLET.- Voy a comenzar por lo más vasto. 


Desde el momento de la creación de la figura del procurador parlamentario para el sistema carcelario, 
quisiera saber cuál ha sido la repercusión en la opinión pública y en la prensa respecto al tema carcelario, y 
una brevísima explicación. Aquí, sobre estos temas, a veces nos cuesta la comprensión del Parlamento. 
Generalmente, el Parlamento está proclive a agravar las penas y a veces, por ejemplo, critica muy duramente 
el establecimiento de penas alternativas por parte de algunos legisladores. Esto también proviene de la 
opinión pública, porque el Parlamento es sensible a la sensación de inseguridad que tiene la gente, etcétera. 
Claro, esa gente es opinión pública y los presos no votan. Es otro tema. 


Entonces, me gustaría saber, desde el momento de la creación, cuál ha sido la repercusión desde el punto de 
vista de la opinión pública o de la formación de opinión y de la receptividad que ha tenido la prensa para esta 
institución. 


Gracias. 
SEÑOR MUGNOLO.- Es una pregunta delicada y la voy a contestar con absoluta honestidad. 


Desgraciadamente, lo único que siempre pretende la prensa es que le contemos lo peor de la cárcel, siempre 
pide sangre. Como a los Diputados le piden que arreglen las cosas que no pueden arreglarse e inclusive, a 
veces lo hacen con una especie de crítica que erosiona las instituciones. En nuestro país pasa como aquí - 
como comentaba antes de ingresar-, hay un problema que se va extendiendo en toda Latinoamérica que no es 
solo de Uruguay y de Argentina. En casi todos los países latinoamericanos hay un incremento alto del delito. 
Entonces, los periodistas tienen que preguntarse mucho por las causas que provocan el crecimiento del delito 
y no por el efecto. El crecimiento del delito genera una situación de inseguridad en la sociedad y el 
tratamiento de esto se hace, a veces, desde ciertos ámbitos en los cuales no se analizan las cosas con absoluta 
responsabilidad. 


Nuestra institución es conocida; en el último tiempo, tal vez, más conocida, porque cuando me he encontrado 
frente a situaciones límites en las cuales nadie quiere asumir que existe un problema grave, se lo cuento a la 
prensa. Entonces, aparecemos en la prensa. Cada vez que hay algún conflicto, ya me tienen identificado. 
Nuestras opiniones son requeridas, por ejemplo, cuando hay cuestiones parlamentarias que afectan a alguna 
situación de modificación de las leyes. A veces, se nos pide opinión sobre algunas cuestiones vinculadas a 
ciertos problemas en el servicio penitenciario. 


Anualmente, debo presentar al Parlamento un informe de lo actuado -algunos de ustedes lo tienen o si no lo 
pueden consultar en nuestra página "web"-, lo que tiene una repercusión. En mayo, tenemos el quiebre del 
comienzo de las actuaciones del funcionamiento del Parlamento, etcétera. Ahora, está un poco corrido, pero 
tradicionalmente, las sesiones extraordinarias eran en mayo. Entonces, en esa época, todos me lo empiezan a 
reclamar porque de ahí sale mucha información que después los periodistas presentan como noticias. 


A partir de este hecho cierto de que hay mayor delito y de que la gente está más preocupada, nos 
encontramos con una prédica de gente que pide más cárcel y que el delincuente se pudra en la cárcel. Sin 
embargo, las cárceles, por todas las circunstancias que las rodean, son una escuela del delito y es preferible 
que la persona no esté allí cuando se trata de un primario o de un hombre joven. Son muy importantes las 
experiencias de otros países sobre penas alternativas. Particularmente, estoy a favor de que la resocialización 
se haga en la sociedad y no en la exclusión, porque parece una contradicción. 


Un Gobernador de la Provincia de Buenos Aires, en el corto período de su mandato, quitó facultades 
excarcelatorias a los Jueces. En realidad, modificó algunas figuras delictivas agravándoles su sanción con la 
no excarcelación. Al poco tiempo, las cárceles se abarrotaron. A renglón seguido, como no entraban más 
presos en las cárceles, se quedaron en los calabozos en condiciones infrahumanas. Y los policías que estaban 
en la calle haciendo prevención y cuidando a la sociedad, se quedaron en las comisarías para cuidar que no se 
fueran los presos, cumpliendo una función que no es la propia. Por lo tanto, a la vuelta de ese discurso de 
mano dura, la que realmente se vio perjudicada fue la propia sociedad a la que se le hacía el discurso de que 
todos iban a ir a la cárcel. 


Si no se modifican las causas que motivan los delitos, no hay posibilidad de correr contra lo que es la 
capacidad de construcción de albergues de personas detenidas. No hay capacidad de construir cárceles y más 


cárceles. Creo que una mala política de Estado sería construir cárceles hasta el infinito o hacer como tienen 
los Estados Unidos, porque son países ricos, que pueden mantener esos sistemas. La cárcel, como el hospital, 
cuesta muchísimo mantenerla. Se necesitan recursos. Y lo peor de todo es que la cárcel ha demostrado su 
fracaso. 


Pero las repercusiones periodísticas van y vienen permanentemente. 


La Procuración está vista como un organismo que toma cuenta de estas situaciones y trabaja sobre la 
necesidad de encontrarle alternativas a la cárcel. 


SEÑOR CEJAS.- Me parece fundamental como mensaje para el Parlamento y para la sociedad la creación 
del Procurador Penitenciario en este país para fiscalizar el fiel cumplimiento de la ley de reclusión que se 
encuentra vigente. Es decir que en vez de aumentar las penas, pongamos funcionarios y organismos 
tendientes a hacer cumplir esa ley, que sería un beneficio para la sociedad, a fin de que la persona que está 
dentro de una cárcel y pasa unos años allí, cuando salga, haya aprendido algo de por qué estuvo ahí dentro. 


SEÑOR MUGNOLO.- Creo que para Uruguay es una muy buena noticia periodística y para el conocimiento 
de la sociedad que se sepa que se ha aprobado esta figura del control por parte del órgano parlamentario del 
Comisionado. 


Yo fui Diputado y tenía compañeros que estaban muy preocupados por la opinión pública y, naturalmente, 
como hacíamos política, estábamos siempre preocupados. Pero también hay un límite para eso, porque hay 
un compromiso. Me parece que hay que explicarle a la sociedad que los representantes del pueblo, con esta 
creación, están haciendo algo positivo. También podrá venir la crítica malsana de que es un funcionario para 
defender a los presos, pero no es así: es para defender a la gente. 


SEÑOR PAYSEÉ.- Comparto algunas apreciaciones que formuló el señor Diputado Scavarelli en su primera 
intervención respecto al Ministerio de Justicia, de la imagen que quedó de la época de la dictadura. Pero creo 
que era un Ministerio de Justicia de esa época. Por eso, comparto en que habría que pensar en un Ministerio 
de Justicia de esta época que, obviamente, no va a tener las tachas y las taras que tenía aquel Ministerio. 


También me parece buena cosa cuando se destacaba que aquí se va a crear esta figura por ley y no por 
decreto. Tengo acá el Decreto N” 1598, que fue el que creó las figuras de Procurador y de Subprocurador 
Penitenciario. 


Nosotros somos integrantes de una ONG, el Servicio de Paz y Justicia, que también trabaja en Argentina y 
que tiene a Pérez Esquivel como figura de primera línea. 


A su vez, quería hacer énfasis en el punto del compromiso. Eso, para nosotros, es fundamental, porque daría 
muy mala cosa al futuro Comisionado Parlamentario que su figura recayera en un burócrata que estuviera 
comprometido con el partido A, B o C, no importa y que hiciera un trabajo de gabinete y no se embarrara, 
tomara frío, etcétera. Los procuradores tienen que estar en los lugares en los que hay que estar: próximo a los 
reclusos y en las cárceles. 


SEÑOR NAVAS.- En la faz práctica del ejercicio de los cometidos específicos de la procuración, quisiera 
preguntar cómo es el relacionamiento con los mandos penitenciarios en general y en particular, como por 
ejemplo, en temas escabrosos como pueden ser casos de corrupción o presuntos excesos o abusos en el 
ejercicio de la autoridad, o aspectos referidos al tratamiento penitenciario que podrían o no contemplarse en 
una unidad y que, a juicio de ustedes, velan por el buen cumplimiento del tratamiento. Quizás puede haber 
allí alguna confrontación o discrepancia. ¿Cómo manejan ustedes estas situaciones? 


SEÑOR MUGNOLO.- Hay un principio elemental, que es el de respeto. Yo respeto a los penitenciarios. 
Ahora, exijo la misma condición respecto de nosotros y soy muy sensible ante la falta de correspondencia. 
¿En qué sentido? Si no me contestan, si no facilitan el trabajo, etcétera, lo considero no solo como una falta 
de respeto sino como un incumplimiento respecto de sus obligaciones que surgen del propio decreto. 


A veces, la relación se torna difícil y complicada si la persona que está involucrada realmente está 
cometiendo situaciones como las que usted menciona. Yo lo denuncio por apremios, por corrupción, porque 
además, no tengo más remedio ya que soy un funcionario público. 


Sin embargo, esta relación de respeto y de mejor comunicación tiene frutos después de casi cuatro años. 
Precisamente, este jueves por primera vez vendrán a la Procuración el Director Nacional y el Subdirector 
Nacional del Servicio Penitenciario. ¿Por qué hay una relación de conflicto? Porque no se entienden los roles 
institucionales, ya que hay toda una tradición en la forma de actuar con mucha discrecionalidad y nosotros 
estamos para decir que hay que cumplir la ley. 


En mi país, el sistema penitenciario es muy militarizado, aunque no es el de principio de siglo de los 
criminólogos que hicieron historia, como José Ingenieros. Por supuesto que eran hijos de su época, pero 
había un pensamiento científico respecto de esto. A partir de la década del sesenta, a fines, desde la caída del 
doctor Illia, hubo un proceso de militarización de la fuerza; es difícil aguantarse los desfiles porque son más 
rígidos que los desfiles militares. 


En esto hay una situación equívoca en cuanto a los sistemas de relaciones institucionales; esta todavía se 
sigue pensando como una institución en la que nadie penetra, lo que es muy propio de las organizaciones 
militares. Conmigo ocurre todo lo contrario: soy el que está todo el día metido ahí adentro. 


Hay conflictos en cuanto a la interpretación del cumplimiento de la ley. En mi país, de un modo genérico, el 
servicio penitenciario no ha asumido la necesidad de adecuarse a la Ley N* 24.660, que habla de una fuerza 
que tiene como objetivo la resocialización y no la seguridad. La Ley Orgánica, que es anterior a esa época, 
habla de una fuerza de seguridad y, muy por el fondo, dice que también apunta a la resocialización. Esto 
provoca una grave dificultad de adecuación, porque la ley manda asumir una responsabilidad de 
resoclalización pero se pone todo el acento en la seguridad. Entonces, cuando está reunido el Consejo 
Correccional para analizar algún caso o cuando hablamos en el Servicio Criminológico, el que tiene la 
palabra final es el funcionario penitenciario de seguridad y no el psicólogo o el maestro. En ese sentido, 
tenemos muchas dificultades en la aplicación de las sanciones y nos pronunciamos por recomendaciones. 
Cuando estas no son respondidas, insistimos para que se contesten y, en última instancia, como en toda 
sociedad, podemos recurrir a la vía judicial, que nos permite llegar hasta la Corte. 


Hay dificultades y, por un tiempo, seguirá habiéndolas. Piensen que esta Procuración tiene diez años, pero 
hasta hace pocos años el sistema penitenciario era absolutamente cerrado, porque el Juez de condena era el 
Juez de ejecución; entonces, quedaba consentida la sentencia, el expediente iba al archivo y el preso, a la 
cárcel. Recién cuando aparecen los Jueces de vigilancia surge la primera figura de intervención dentro del 
sistema. Después aparece la figura del Procurador que, con amplias facultades y sin ningún tipo de 
procedimiento ritual, anda por todos lados, lo que genera un impacto. 


Creo que con el tiempo vamos ganando comprensión del funcionamiento institucional tanto unos como los 
otros. No es un lecho de rosas -sobre todo para el que inicia esta tarea- pero, como todas las instituciones, se 
asientan con el tiempo. No se puede pensar que, desde el inicio, esté todo bien. Todos nos adaptamos a 
medida que va pasando el tiempo y creo que manejándonos con buena sabiduría en la consecución de los 
objetivos, esto tiene que prosperar. No hay que temer, porque los conflictos que puede haber en materia de 
corrupción, tráfico de drogas, alcohol, etcétera, son responsabilidad del servicio penitenciario, porque eso no 
lo hacen los presos solos. Discúlpeme, señor Director, lo digo con toda sinceridad: en mi país eso no ocurre si 
no hay alguien que lo consiente. Por lo tanto, lo que corresponde al servicio penitenciario es, en primer lugar, 
velar para que se ejerza la función con la mayor transparencia posible en el cumplimiento de la ley y, por 
supuesto, para que este tipo de cosas no ocurra entre los internos. 


SEÑOR PAYSÉE.- Debe ser de su conocimiento que aquí tenemos una especie de "super Juez" que hace la 
instrucción, dicta sentencia y después vigila la pena; obviamente, es difícil hacer todo bien. 


Quería hacerle una consulta respecto de la designación de sus colaboradores, tanto de los que están aquí 
como de los que no vinieron. ¿Usted hace la designación o de eso se encarga el Parlamento? Todavía no hice 
un estudio muy profundo del proyecto que resultó sancionado, porque en la Cámara de Diputados se aprobó 
uno y en el Senado se introdujeron algunas modificaciones que, en principio, no me gustan demasiado. Me 
interesa mucho saber qué influencia tuvo en la designación de las personas que lo acompañan en este 
momento. 


SEÑOR MUGNOLO.- Por primera vez en mi vida tuve la suerte de poder armar un grupo de trabajo elegido 
por mí. He pasado varias veces por la función pública y sé que casi siempre eso es imposible. Cuando uno 
llega piensa: "¡Ojalá sea posible!", pero después empiezan las dificultades. 


Es necesario tomar prevenciones para que no haya clientelismo político en las designaciones. Tampoco 
resulta fácil encontrar, desde el principio, hombres y mujeres con experiencia, etcétera. Creo que hay que 
elegir bien desde el punto de vista del compromiso, de la capacidad de comprometerse. 


Como hombre de la política digo que está bien que sea el Parlamento el que tenga la facultad y la 
responsabilidad de elegirlos; no importa de qué color sean. La mayor impronta que deben tener estas 
personas es la competencia técnica y de compromiso. De a poco, la competencia técnica se va afinando. 


Por suerte para mí, dispongo de un grupo joven, con mucha capacidad técnica. A algunos los elegí del ámbito 
de la Justicia y a otros, de distintos sectores. Como ya señalé, algunos médicos ya estaban. No es fácil tener 
un médico que vaya a la cárcel a auditar, a recibir denuncias sobre apremios, etcétera. Por ello, a algunos los 
dejamos y a otros pude nombrarlos. 


Esta es una cuestión que, al principio, resulta difícil. Es una previsión que apunta a dotar a los organismos de 
la mayor capacidad institucional posible y, en ese sentido, el recurso humano debe estar bien elegido en 
cuanto a los parámetros que mencioné. También es cierto que a todos nos ha pasado que elegimos a una 
persona y después sufrimos un desencanto, pero, en general, hay que poner el ojo en que tengan estas dos 
características: una mínima formación técnica y un grado de compromiso probado en esta materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer una pequeña precisión que mencionamos antes de entrar. 


Esta Comisión del Poder Legislativo tiene una intensa tradición de gestión en materia de derechos humanos y 
es la única del Parlamento, porque el Senado no tiene una de igual naturaleza. La Comisión ha tenido el tema 
carcelario como un eje y muchos legisladores están muy próximos a estas cuestiones. Felizmente -y esa es 
una ventaja comparativa que pienso que va a tener nuestro Comisionado-, el sistema está acostumbrado a que 
haya personas provenientes del Poder Judicial con capacidad inquisitiva y lubricativa. Un ejemplo de esto es 
que en el entorno de la Comisión de Derechos Humanos se creó el Grupo Tripartito de trabajo, que nació 
como consecuencia de un motín realmente complejo que pudo haberse convertido en un hecho altamente 
dramático. A este grupo "sui generis" que se reúne en el Poder Legislativo concurren no solo legisladores 
sino también representantes de las estructuras del Poder Ejecutivo con competencia en la materia, el propio 
Director Nacional de Cárceles, delegados del Poder Judicial y organizaciones no gubernamentales con activa 
y acreditada participación en estos temas. Esta mezcla ha generado una suerte de caja de resonancia que ha 
ayudado mucho al sistema y ha contado con una altísima comprensión del Ministro del Interior y del Director 
Nacional de Cárceles. Perdone que lo mencione, pero creo que no debe ser frecuente que el propio Director 
Nacional de Cárceles de un país le pregunte cuál es su experiencia en el manejo de las patologías que se dan 
en organizaciones humanas cerradas, como las cárceles. 


Quería mencionar esto para que tuviera una idea de que, quizás, en ese terreno podemos contar con una 
ventaja comparativa para quien, en el futuro, desarrolle la función de Comisionado. 


Vamos a hacer una pequeña pausa para tomar un café y luego continuamos con la reunión. 
Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 11 y 31) 

Continúa la reunión. 

(Es la hora 11 y 50) 


SEÑORA GASS.- Agradezco la invitación de la Comisión, al señor Diputado Díaz Maynard y al Cónsul del 
Uruguay que nos está acompañando y nos acompaña en Buenos Aíires. 


La idea que tenemos es hacer una especie de breve introducción para después contestar las preguntas e 
inquietudes que puedan surgir. Nuestra intención es venir a colaborar contando la experiencia de lo que han 
sido estos diez años de la Procuración y, sobre todo, los tres años y pico de la gestión del doctor Mugnolo. 
Preferimos hacer una exposición breve y explicar el material que hemos entregado y que está disponible en la 
página de Internet. 


También queremos hacer una síntesis de cómo se arranca con esto del Comisionado y los objetivos básicos a 
cumplir, ya que esos eran el tema de los intercambios que tuvimos con el señor Diputado Díaz Maynard. 
Todo lo que vamos a decir es a partir de nuestra experiencia y, por supuesto, constituye una opinión que está 
abierta a ser complementada e integrada con las características y particularidades de vuestro país. 
Entendemos que con la experiencia nuestra y los condimentos que ustedes agreguen puede salir algo muy 
auspicioso. 


Quiero destacar que no es menor que en el caso de ustedes se piense en un Comisionado Parlamentario 
porque en este sistema muy positivo, propio del sistema republicano de Gobierno, de los pesos y contrapesos, 
donde un Poder controla al otro, eso es muy auspicioso. Estaríamos hablando de que el Poder legislativo, de 
alguna forma, mediante el Comisionado, controlaría un organismo que estaría en la órbita del Poder 
Ejecutivo. Es decir que estaríamos ante un sistema de pesos y contrapesos muy saludable para el sistema 
republicano, integrado también en gran parte con la función judicial, que esperemos que se comprometa con 
la labor del Comisionado. Por tanto creo que estarían interviniendo tres Poderes en una problemática muy 
difícil como es la penitenciaria. 


Tal como lo explicaba el doctor Mugnolo, nosotros hemos tenido dificultad con algún funcionario cuando no 
se ha interpretado la labor de contralor que se ejerce, pero no hay que perder de vista que el objetivo a 
cumplir es trabajar coordinadamente en la solución de los conflictos con los funcionarios y con los internos. 
En principio eso no implicaría una actitud de confrontación -esa no es la idea-, aunque la ley está para 
cumplirse; en ese marco no habría inconvenientes pero siempre aparecen cuando se desvirtúa un poco la 
función de cada uno. 


Estuvimos leyendo la legislación uruguaya vigente en materia de reclusión y es muy similar a nuestra Ley 
N? 24.660 de ejecución penal, ya que distingue las etapas de tratamiento penitenciario, etcétera. Creo que el 
principal objetivo del Comisionado sería intentar que esta ley se cumpliera acabadamente, ya que entiendo 
que no se cumple. Tampoco se cumple en nuestro país y de ahí surge, básicamente, nuestra función. Hemos 
logrado muchísimos avances y esa es nuestra tarea permanente. 


El año pasado visité el COMCAR y hay postulados básicos que establece la ley de reclusión en materia de 
trabajo y de educación que evidentemente no se pueden cumplir, hasta por un tema de distribución del 
espacio físico. Esta duda también nos quedaba con respecto a los módulos, porque nosotros tenemos un 
complejo muy parecido en Ezeiza y se hace muy difícil desarrollar tareas educativas o laborales en esos 
ámbitos. Entonces, creo que para el futuro Comisionado un postulado básico sería intentar cumplir la ley de 
reclusión vigente. Tal vez con el transcurso del tiempo puedan llegar a divisar la necesidad de modificar esa 
legislación pero, en principio, cumplir la vigente ya sería un paso muy grande. Asimismo, se debería procurar 
el cumplimiento de las normas internacionales en materia de derechos humanos, es decir los principios 
básicos de derechos humanos. Creo que la clave sería emprender el trabajo seriamente y no confrontar 
porque sí ni plantear algunas utopías temerarias; se debe trabajar con utopías, pero no en una forma 
temeraria. 


El doctor Mugnolo habla del equipo joven que trabaja en la Procuración y del entusiasmo, pero la experiencia 
que él tiene compensa el entusiasmo y marca estrictamente los lineamientos a seguir, lo que permite que el 
entusiasmo sea canalizado de una forma razonable y que la tarea se cumpla seriamente, sin desvirtuar 
ninguna función. Creo que el doctor Mugnolo ha sido y es una especie de director técnico que nos motiva 
diariamente. Hemos tenido dificultades en la tarea pues como se imaginarán no siempre encontramos las 
soluciones fácilmente; se ha hecho muchísimo y hemos trabajado para eso pero muchas veces en el 
transcurso de esa tarea han surgido dificultades y el principal motor para que continúe la motivación por el 
trabajo y se intenten caminos nuevos, ha sido el doctor Mugnolo. 


Hemos trabajado con una libertad enorme; hemos propuesto algunas alternativas en presentaciones judiciales 
y no solamente las discutimos sino que el doctor las ha tomado con un compromiso que ha facilitado 
muchísimo la tarea. 


Hemos entregado copias de presentaciones judiciales de "amicus curiae", en las que no nos presentamos 
como parte en el proceso sino acercando alguna opinión al Tribunal y peticionando algo o acompañando una 
petición que ya hubiera hecho el defensor letrado o el mismo interno. En algunas hemos tenido éxito y en 
otras más o menos, lo que también dependió de los Tribunales que nos tocaron. También dejamos una copia 
de un caso en el que solicitamos el arresto domiciliario porque se trataba de una mujer cursando un embarazo 


de riesgo, otra de una persona que había obtenido un trabajo en el medio libre -lo cual en esta época en 
vuestro país y en el nuestro es muy complicado- a la que se le habían suspendido las salidas laborales, por lo 
que pedíamos la restitución, y otra que me gustaría que explicara el doctor Cejas porque ha sido el principal 
impulsor, en la que se situaba al detenido en una situación de tener que optar entre dos derechos: desistir de la 
apelación o impedir el avance en el tratamiento progresivo del que habla tanto la ley de ustedes como la 
nuestra. Eso implicaba poner a la persona en una situación ilógica obligándola a optar entre un derecho de 
jerarquía constitucional, la apelación, y otro legal. 


También hemos traído copias de recomendaciones que nos parecían interesantes, algunas por motivos de 
sanciones disciplinarias impuestas y en las que se propicia su nulidad. Reitero que cuando hemos hecho estas 
presentaciones siempre han tenido sustento legal, y la premisa con la que están redactados los dos informes 
anuales que trajimos -en los que el doctor Mugnolo hizo muchísmo hincapié- es la de consignar todo lo que 
hemos podido probar y de lo que tenemos los datos recopilados a lo largo del año, etcétera; no hacemos 
ninguna afirmación sin sustento legal, estadístico, etcétera. Es bueno aclarar esto porque realmente ha sido 
así. Ustedes no van a encontrar ninguna recomendación ni presentación judicial de las que trajimos fundada 
únicamente en una cuestión de sentido común. Entendemos que tenemos que velar diariamente por la 
dignidad de las personas privadas de libertad y por el respeto a sus derechos, pero siempre lo hemos 
intentado desde una perspectiva jurídica; en eso consta la Procuración y en esos estamos. 


Al material que hemos entregado también hemos agregado algo que puede resultar útil con respecto a los 
módulos. Nosotros tenemos dos alcaldías en Salta y Jujuy también con inconvenientes de iluminación, de 
espacio físico y de condiciones habitacionales. Por eso nos pareció interesante agregar la recomendación que 
hizo el doctor Mugnolo luego de la inspección que realizó a esas dos alcaldías porque creemos que puede 
resultar interesante. Si bien esos módulos no tienen las características de los de ustedes -porque son 
infraestructuras mucho más chicas y no son de acero-, lo que se cuestionan allí son, básicamente, las 
condiciones habitacionales en las que se va a cumplir la pena. 


En el material también figura el decreto de creación de la Procuración y consta un "habeas corpus" que a 
algunos legisladores uruguayos les pareció novedoso. La ley argentina definía cuatro tipos de "habeas 
corpus", el clásico, que protege la libertad ambulatoria, el "habeas corpus" preventivo, para tener 
conocimiento en cuanto a si hay una orden de captura dispuesta, el "habeas corpus” por desaparición forzada 
de personas, que se da luego del proceso militar que tuvimos, y el "habeas corpus" correctivo. Este último 
tiene que ver con una situación en la que la persona está legítimamente detenida, por orden de Juez 
competente, pero se le agravan ilegítimamente las condiciones de detención. Muchas veces los detenidos 
presentan "habeas corpus" por distintos motivos como, por ejemplo, porque no son llevados al médico, y 
muchas veces ese es el único recurso que les queda como para solicitar la asistencia médica. Quiero decir que 
en muchas de las intervenciones de las entrevistas semanales con los internos en la cárcel, evitamos estos 
habeas corpus correctivos. Hay cosas que se pueden solucionar en el momento, sin tener que recurrir a un 
habeas corpus de veinticuatro horas, por el que se cita al interno a la sede del tribunal y se procede a realizar 
una audiencia con las partes. En algunos casos esto se puede evitar con nuestra intervención -estamos en la 
cárcel-, diciéndole al Director del hospital penitenciario, por ejemplo: "Fulano tiene un problema 
dermatológico grave y necesita atención médica". Entonces, quizás en diez minutos se soluciona este 
episodio que, de otra manera, hubiera dado lugar a un habeas corpus correctivo. 


Ese habeas corpus lo presentamos en febrero. Para nosotros fue una innovación empezar con la figura del 
habeas corpus correctivo, presentándolo nosotros, no solo el interno. Fue una situación complicada que nos 
relataron en una de las audiencias que tomamos semanalmente en la unidad. Se trataba de una situación de 
abuso sexual por parte de un funcionario penitenciario. Primero se conversó con las autoridades y quiero 
aclararlo para que se vea que no hay una actitud de confrontación per sé; luego se llega a la confrontación 
judicial por una inacción por parte de la autoridad penitenciaria. Reitero que lo primero que hicimos fue 
poner el hecho en conocimiento del Director de la unidad que nos pidió un voto de confianza para solucionar 
esta situación o, por lo menos, para investigarla. Pasaron veinticuatro horas y el doctor Mugnolo consideró 
que el voto de confianza estaba cumplido y, entonces, presentamos nosotros el habeas corpus ante la justicia. 
Se citó al interno y estuvimos en la audiencia como parte. Se hizo lugar al habeas corpus porque en esa 
misma audiencia se citó al representante del servicio penitenciario y la Jueza le consultó sobre las medidas 
que tomaron y la respuesta fue: "Ninguna". 


Quiero decir que ese no es un mecanismo que intentemos semanalmente; creo que esto hace a la seriedad de 
la función, que es en lo que hacía tanto hincapié. Esto tiene que ver con el respeto a la figura del procurador. 
El procurador es respetado en distintos ámbitos por esto mismo: porque no es habitual que haga 
presentaciones alocadas o sin sustento... 


SEÑOR MUGNOLO.- Que no ganemos. 
(Hilaridad) 
SEÑORA GASS.- Eso también: una vez que las presentamos, intentamos ganarlas. 


La verdad es que él ha sido muy estricto en eso; nos ha dado una libertad absoluta en plantear distintas 
opciones de trabajo, pero ha sido muy estricto en cuanto a que lo que no se puede fundamentar no se hace, no 
se escribe porque no es razonable. 


Hemos hecho mucho hincapié en la resolución de conflictos. Nos preocupa terriblemente el nivel de 
violencia intergrupal, entre los mismos internos, no solo la institucional en relación a la cual, recibimos la 
denuncia, nuestros médicos verifican los golpes y elaboran un informe médico y, a partir de allí, se hace la 
denuncia judicial. Esto no tiene que ver con una relación mejor o peor a nivel funcional sino con la 
obligación de denunciar que tiene un funcionario público que está en conocimiento del delito. Esto podría 
surgir de un procurador penitenciario, de un comisionado parlamentario o de cualquier otro funcionario que 
tenga conocimiento de un delito; todos ellos tienen la obligación de denunciar. Entonces, esto no modifica 
sustancialmente la relación. 


También nos preocupa la violencia entre la población carcelaria. Por ejemplo, a través de la licenciada 
Martínez, nuestra psicóloga, hemos desarrollado un grupo de reflexión entre internas detenidas en la cárcel 
de Ezeiza, que es un establecimiento en el que hay mujeres con niños. Allí se armó un grupo interesante para 
tratar problemas de convivencia y dio mucho resultado. O sea que se intenta atacar el problema de la 
violencia por distintos caminos. Por eso es muy importante que el equipo sea multidisciplinario. Confieso 
que nos sorprendió un poco el postulado de la reforma -que creo que introdujo el Senado- sobre los diez 
empleados del Parlamento; quizás acota un poco las posibilidades de elegir el equipo. Decía que es muy 
importante que el equipo sea multidisciplinario porque hay situaciones que no solo tienen que ver con 
abogados, en lo más mínimo; creemos que es muy importante el aporte de los médicos, de los psicólogos, de 
los asistentes sociales. Entonces, ese postulado también nos preocupó. De cualquier manera, entiendo que 
como todo organismo que está naciendo, tendrá muchas cosas para perfeccionar o corregir más adelante. 
Creo que es un camino que se emprende con mucho entusiasmo y es muy factible de ser corregido; se van a 
encontrar con algunos obstáculos y ahí verán la necesidad de ir modificándolo, de ir corrigiendo algunas 
cosas y confirmando otras; quizás haya muchas cosas que les dé resultados en la práctica; no creo que haya 
que ir modificando todo. 


Insisto en esto de cumplir cabalmente la ley de reclusión. La legislación está vigente y lo terrible es que no se 
cumple. Es una legislación muy similar a la nuestra. Debo decir que cuando la leí, me sorprendí mucho de 
que tuvieran esa normativa que data de la década del setenta, o sea, que es veinte años anterior a la nuestra, y 
que es muy similar. En forma muy personal quiero decir que las únicas falencias que observé en esa ley de 
reclusión tienen que ver con que se hace muchas delegaciones en la autoridad penitenciaria, que en definitiva, 
es la autoridad administrativa. Siempre es bueno que haya controles a los distintos poderes, pero la ley de 
reclusión deja demasiado espacio a la buena voluntad del funcionario que en ese momento ocupa el lugar. 
Eso es peligroso en todos los ámbitos, no solamente en este aspecto. Creo que uno no puede legislar apelando 
a la buena voluntad del funcionario que en ese momento va a estar a cargo porque podemos obtener 
resultados muy buenos, pero también muy malos. 


Creo que es bueno que se empiece a abrir un proceso simultáneo con la figura del comisionado. Está el tema 
de la judicialización de la etapa de ejecución penal, esto es, que todo pueda ser controlable judicialmente, que 
una sanción pueda ser revisada por un Juez de Vigilancia o de Ejecución, que se cumpla el debido proceso 
legal también en esta etapa. Esto es lo que se aconseja más modernamente en la etapa penitenciaria: no dejar 
a un detenido librado a la autoridad administrativa sino darle la posibilidad de que tenga las mismas garantías 
que durante el proceso hasta llegar a la condena; cumplir con el debido proceso legal a partir de la condena 
también. Esto nos parece muy importante; es un control más. Creo que en ese punto, el comisionado 
parlamentario abre un camino muy interesante porque al iniciar presentaciones judiciales, por ejemplo, va a 


abrir la etapa judicial de hecho. Si bien ustedes no tienen Jueces de Ejecución o de Vigilancia, a través de las 
presentaciones van a iniciar esto de que un juez tenga que conocer en una revocación de sanción o en 
situaciones como la del habeas corpus correctivo que comentaba. 


En nuestro país, tanto el habeas corpus como el amparo surgieron jurisprudencialmente. Después de 
muchísimos años se instrumentó una ley de habeas corpus. Esa ley es de 1984 -no hace tantos años- y se 
incorporó con jerarquía constitucional en la reforma de 1994, que fue muy importante. Antes de 1984, no es 
que no tuviéramos ley de habeas corpus sino que se incorporó por vía jurisprudencial, o sea que se fue 
haciendo camino a través de las distintas presentaciones y los jueces lo fueron tomando; fue una creación 
pretoriana. Entonces, creo que esto abre un camino muy interesante también a nivel judicial; con el tiempo 
verán si se complementa con el tema de la juridicialización o no. 


Insisto en que estos objetivos serían los básicos: intentar el respeto de la legislación vigente, de los tratados 
internacionales sobre la materia y velar permanentemente por la dignidad humana de las personas que están 
privadas de la libertad. Se debe trabajar con seriedad y, quizás, armar un equipo heterogéneo, pero 
interesante. 


Después tendríamos que entrar en temas técnicos: explicar lo relativo a las sanciones y los traslados. En 
nuestro país tenemos el control del sistema federal; son 32 cárceles a lo largo de todo el país; es una 
extensión importante. Generalmente, los procesados deben permanecer en el ámbito de la ciudad de Buenos 
Aires y de la provincia de Buenos Aires por la inmediatez con el Tribunal y, una vez que son condenados, se 
los traslada, por decisión de Técnica Penitenciaria. No es necesario fundamentar el traslado, solamente por 
esta decisión de Técnica Penitenciaria se puede dar el traslado a cualquiera de las unidades del resto del país. 
Se trata de unidades abiertas, cerradas y semicerradas. Muchas veces el interno se ve beneficiado con poder 
cumplir otra tarea en una unidad abierta, quizás en el interior del país, dedicándose a labores que tienen que 
ver con la agricultura, en un espacio más abierto. Pero esto tiene un costo alto, porque se los desvincula de la 
familia y para el tratamiento penitenciario no es poco sino que es importante. Entonces, en algunos puntos los 
traslados resultan arbitrarios, en lo que hemos trabajado bastante. Si bien no tenemos decisión vinculante, 
hemos tratado de que los traslados tengan un mínimo de lógica o de fundamento para ser llevados a cabo. 


Creemos que la función de la procuración es muy importante en otros aspectos, es a lo que me refería cuando 
decía que trabajábamos con mucha libertad con el procurador actual y es porque hemos abierto la 
Procuración. Así como la consigna del doctor Mugnolo es abrir la cárcel a la sociedad y que sea un problema 
de todos -es decir, no es solamente un problema de la gente que está privada de la libertad y de la familia-, 
también lo ha sido abrir la Procuración. La Procuración se vincula estrechamente con los organismos no 
gubernamentales, con los organismos defensores de los derechos humanos para emprender juntos un camino 
que muchas veces no les resulta fácil a los organismos por separado así como a nosotros; muchas veces 
necesitamos que acompañen nuestro pedido o tarea. Dentro de ese marco también está el tema de los 
ciudadanos extranjeros detenidos. La experiencia fue muy interesante. Comenzamos con una premisa básica: 
hay un artículo de la Convención de Viena sobre relaciones consulares que habla del deber de asistencia que 
tiene el representante consular con los detenidos de su nacionalidad. En el 90% de las nacionalidades no se 
cumplía sino en casos muy puntuales, como por ejemplo, en España, en Gran Bretaña, países que tenían muy 
pocos detenidos, entre diez y quince y, por otro lado, mucha capacidad económica para asistirlos. Nosotros 
comenzamos a hacer una tarea de tratar de sumar al esfuerzo de los cónsules y decirles: ustedes tienen esta 
tarea, cumplámosla juntos. Era tratar de entusiasmarlos, no siempre con una asistencia económica, porque 
quiero aclarar que los países del MERCOSUR no están en condiciones económicas de asistir a sus internos, a 
sus detenidos y nosotros tampoco. Nuestras representaciones en el exterior tampoco pueden cumplir esa 
tarea, pero sí es la responsabilidad de la asistencia y se le va a decir a un detenido que quizás no tiene la 
familia en ese lugar donde está preso, que su país está interesado en su problemática, que su país lo está 
asistiendo en esta contingencia. Entonces, ante esta situación esta persona siente el desamparo atenuado. 
Además, hay un funcionario que se vincula con esta persona en la cárcel. 


Esto nos ha permitido llevar a cabo dos jornadas muy importantes, una en octubre del año pasado y otra 
recientemente con muchos representantes del cuerpo consular acreditado, como decía el doctor Mugnolo. Se 
trata de lograr que se comprometan, muchas veces desde alcanzar una frazada, como ha sido el caso de la 
semana pasada donde el Cónsul Arocha se la llevó a un compatriota vuestro que no tenía familia en Buenos 
Aires ni tampoco medios económicos. Por otro lado, sinceramente, desde el Estado, en este momento no 
estamos en condiciones de atender todas estas necesidades básicas. El compromiso va desde ese episodio 


hasta ocuparse de la documentación, del vínculo con la familia en el país de origen, etcétera. En este 
momento, estamos ante un desafío un tanto más grande, porque es lo que tiene la Procuración, es decir, 
vamos avanzando en el camino y siempre el objetivo es una zanahoria que nunca alcanzamos, el propósito se 
nos va corriendo. Esto es lo interesante de la tarea que hace que no sea administrativa, burocrática, que 
podamos hacer en una oficina, sino que el horizonte se va abriendo mucho. 


En este momento estamos en lo siguiente: por ejemplo con Uruguay tenemos convenio de extradición pero 
no de asistencia y cooperación en materia penal. Esto significa que no tenemos la posibilidad de intercambiar 
detenidos, por ejemplo, que la persona que esté privada de libertad en otro país, pueda optar por cumplir la 
pena al país de origen. Por un lado, esto nos parece muy interesante pero, por otro, nos parece básico aclarar 
un aspecto que se ha tratado de una forma muy desvirtuada, inexacta. A julio el año pasado, en el sistema 
federal, teníamos 240 uruguayos detenidos, de los cuales muchos de ellos tienen radicación en nuestro país, 
tienen la familia viviendo allá y están establecidos desde hace muchísimos años en ese lugar. Lógicamente a 
esa persona no le interesa venir a cumplir la pena en Uruguay, porque tiene su vínculo familiar y está 
establecida con radicación otorgada muchas veces legalmente en Argentina. Pero hay un grupo muy reducido 
de personas que cumplen penas privativas de libertad y en muchos casos muy elevadas, que están solas en 
otro país. Argentina tiene convenio con Brasil, Chile, Paraguay, Bolivia, España; en esta materia tenemos 
ocho tratados. A nivel del MERCOSUR con el único país con el que no tenemos convenio es con Uruguay. 
La verdad es que nos parece una asignatura pendiente que no es tan difícil de lograr, es un desafío alto para 
nosotros, porque tratar de sentar a todos los actores a una misma mesa para debatir sobre el tema es 
complicado. Creo que es una discusión que tiene que darse y que además, no es ese concepto que tenemos a 
priori cuando decimos de ir a cumplir la pena en el país de origen. Así como seguramente no van a ir 500 
argentinos a cumplir la pena a nuestro país, les aseguro que tampoco estaríamos hablando de esas cifras de 
uruguayos que querrían venir a cumplir la pena aquí. Se trataría, a lo sumo, de cinco casos al año, una cifra 
irrelevante para el sistema que de por sí está desbordado en capacidad como el nuestro. Entonces, en ese 
desborde, cinco personas es una cifra ínfima cuando además son cinco casos en los cuales sinceramente se 
podría mejorar la calidad de vida de esa persona que cumple una condena larga. Creo que es algo para tener 
en cuenta. Es un tema que hace al respeto de elementales derechos. 


Este es el panorama que quería conversar con ustedes. Estamos dispuestos a contestar todas las preguntas, 
inquietudes y opiniones que nos quieran brindar, porque también nos interesa un intercambio, la idea es 
colaborar, pero para intercambiar experiencias y opiniones. 


Les deseamos la mejor de las suertes en esta difícil pero apasionante tarea que emprenden. 
(Aplausos) 
SEÑOR CEJAS.- Quiero agradecer por la invitación que nos han hecho y me siento honrado en estar aquí. 


El único tema que nos faltó abordar fue el de la educación, cuestión fundamental para que el Parlamento y la 
sociedad tengan en cuenta. El índice de reincidencia de aquel interno que pasó por un centro universitario o 
de educación en la cárcel, es mínimo. En nuestro país, todo aquel interno que pasó por un centro 
universitario, ha reincidido en un 1%. Todos aquellos que no lo hicieron, han reincidido en un 80% o 90%. 
Creo que es un aspecto fundamental a tener en cuenta. 


En Uruguay, el convenio podría celebrarse con la Universidad de la República mediante el Parlamento o el 
Ministerio del cual dependen las cárceles. La facultad correspondiente daría todos los elementos de estudio, 
los profesores, pagaría los sueldos y las unidades penitenciarias o carcelarias nada más tendrían que ceder un 
espacio para que se pueda cumplir. 


Además, sería fundamental que esos internos que están estudiando también tengan un espacio de alojamiento, 
no especial, pero que dentro de la unidad y de sus características es importante que tengan un pabellón o 
módulo para poder estudiar. Todos sabemos que hay presos que quieren estudiar y muchos que quieren 
ocupar el tiempo de otro forma. Sería bueno que el Estado les diera una mano a aquellas personas privadas de 
libertad que tengan ganas de superarse. 


Otra cuestión fundamental que se estableció en el convenio de nuestro país, es la Resolución 310 que habla 
de que aquellos internos que están estudiando, no pueden ser removidos o trasladados a distintos destinos del 
país, por dos motivos. En primer lugar, porque tenemos nada más que un centro universitario en la unidad de 


Devoto y otro en la unidad 3 de mujeres; en el resto de las treinta cárceles federales no hay centros 
universitarios. Entonces, si el detenido es trasladado a otra unidad, pierde la oportunidad de seguir 
estudiando. Inclusive, muchas veces el traslado se utilizaba como un medio de castigo porque al principio no 
era bien visto que un preso estudiara dentro de la cárcel, porque le daba trabajo subirlo, bajarlo, cuidarlo. Si 
se quiere tenían un tratamiento considerado pero, a veces, algunas picas hacían que trasladaran al preso y, 
debido a la geografía de nuestro país - por ejemplo, si lo hacían desde Buenos Aires a Jujuy-, se veía 
perjudicado. Quizás como Uruguay es chico no habría problemas de que el preso pudiera continuar con sus 
estudios. Se trata de cuidar la educación, que el interno que está estudiando no pierda esa posibilidad. 


En los centros universitarios de nuestro país, obviamente por las características de la unidad, no se pueden 
estudiar carreras como medicina, veterinaria o aquellas que demanden ciertos elementos que no podrían estar 
dentro de una cárcel. Se pueden estudiar carreras como sociología, economía, derecho, contabilidad, es decir, 
carreras que solo dependen del estudio, de material de lectura y de que los profesores vayan a las unidades. 
Es un tema muy básico que ayudaría muchísimo a que no hubiera una reincidencia. 


Para que realmente se cumpla una función resocializadora dentro de una unidad carcelaria, es fundamental 
que la misma fuerza de seguridad que cuida a los internos no sea la policía. Sería muy bueno que se creara un 
servicio penitenciario o que se hiciera algún convenio entre el Ministerio de nuestro país y el de acá -es un 
tema que charlé con el Inspector y me pareció atinada la apreciación que me hizo en su momento- para que 
personal policial destinado a una unidad carcelaria pueda tomar un curso de seis meses en la escuela 
penitenciaria de nuestro país. Tenemos una escuela de Suboficiales y de Oficiales. El curso de Oficial dura 
tres años y el de Suboficial de tres a seis meses. 


Es fundamental que haya una preparación del personal destinado a las cárceles. No puede ser que de la noche 
a la mañana personal policial sea trasladado a una unidad carcelaria sin tener un mínimo conocimiento de la 
ley penitenciaria. 


SEÑOR BELLOMO.- Está reunión está resultando muy provechosa. Agradecemos la presencia y el aporte de 
nuestros visitantes y expresamos nuestro reconocimiento a los legisladores que tuvieron el acierto de 
impulsar esta reunión. Destaco la invitación formulada por el señor Presidente a quienes participan en el 
Grupo Tripartido para el mejoramiento del sistema carcelario. 


Creo que la experiencia argentina y la que nosotros estamos intentando en este momento no solo tiene puntos 
en común sino similitudes reales. Se hacía referencia a la importancia de la educación en lo que nosotros 
llamamos la rehabilitación, que supongo es la misma resocialización de la que hablan los hermanos 
argentinos. 


Más allá de la educación y de la cifra de la reincidencia, y además de la importancia del contralor 
parlamentario, la doctora Gass señalaba -traté de tomarlo textualmente- que hay que trabajar 
coordinadamente en la solución de conflictos. Me parece que es fundamental porque no solo entendemos por 
conflicto aquella situación violenta o peligrosa, sino toda aquella situación irregular de la cual están plagadas 
no solo nuestras cárceles sino también nuestra sociedad. Asimismo, son muy importantes los ejemplos de 
esas cosas que en diez minutos o en 24 horas se resolvían. 


¿Por qué digo esto? Porque sigo pensando que está en el espíritu del proyecto del señor Diputado Díaz 
Maynard -creo que también está a texto expreso- la tarea de resolver los problemas, sobre todo desde la 
cotidianeidad que es una de las limitantes que tenemos como Comisión de Derechos Humanos, pese al 
esfuerzo y al rol protagónico en más de un caso y, fundamentalmente, de la intención que todos tenemos. La 
Comisión de Derechos Humanos y el Parlamento uruguayo -me atrevería a decir- están comprendiendo el 
tema del sistema carcelario como algo que no solo es una tarea de todos, sino que es un problema que ya no 
nos resulta lejano ni ajeno y en el cual todos tenemos responsabilidades. 


Más allá de las limitaciones del proyecto que vayamos a aprobar, preferimos tener esto limitado a no tener 
nada como sucede hoy. A su vez, tomamos debida nota de esos convenios de asistencia en materia penal 
como aquellos que acá también se han ensayado con la Universidad de la República, que por distintos 
problemas que nuestros países están sufriendo, y el nuestro en particular, hoy brillan por su ausencia. 


Concluyo señalando la importancia de esta reunión, que va a ser un insumo importante para trabajar desde 
mañana mismo. Reitero mi agradecimiento a los invitados por su presencia, pero fundamentalmente por su 


aporte y el buen espíritu con que están encarando este tema que es el mismo que queremos tener nosotros. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- La doctora Gass señaló un aspecto que, realmente, siento como una omisión 
legislativa de nuestra parte y de gran importancia. Me refiero al habeas corpus correctivo. Me resulta 
novedoso y muy interesante. Me gustaría recibir alguna explicación. 


SEÑORA GASS.- El habeas corpus surgió como una creación pretoriana, tomando las garantías del 

artículo 18 de la Constitución que contempla todas las garantías penales. En principio, surgió para proteger 
solamente la libertad ambulatoria. Después se fue desarrollando un poco más la figura y en el año 1984 -es 
justo decirlo-, por iniciativa del doctor De la Rúa, que en ese momento era Senador, se votó lo que se llama la 
Ley De la Rúa, que es la N* 23098, que es la ley de habeas corpus. Allí están estas cuatro modalidades: el 
clásico, que es solamente para traer una persona frente al Juez; el preventivo, cuando uno no sabía si 
determinada persona tenía o no una orden de captura; el de desaparición forzada, que no se da en la 
actualidad, pero sí anteriormente porque veníamos de siete años de un proceso brutal y se le dio jerarquía 
constitucional como una reivindicación de lo que había sido el proceso, a instancia del bloque radical en la 
reforma de 1994; y el correctivo que tiene que ver con el caso de una persona condenada, y con una condena 
legítima de un Juez competente, o procesada y con prisión preventiva dictada por un Juez competente -en 
ambos casos hablamos de detención legítima, es decir, de una privación legítima de la libertad-, pero lo que 
no es legítimo son las condiciones de detención que se ven agravadas por alguna circunstancia. Esto es de un 
razonamiento elemental en Derecho: el Estado no puede violar su propia legislación. Cuando el Estado priva 
de la libertad no puede dejar de asistir sanitariamente a alguien. Las condiciones en las que se cumplen las 
condenas de prisión tienen que ser dignas y cumpliendo la legislación vigente. 


La copia que le dimos era de un habeas corpus muy novedoso, es decir, sobre abuso sexual, pero puede ser 
por una falta de asistencia médica prolongada y que no se resuelva por oficios nuestros o por un traslado 
absolutamente arbitrario. Es decir, se trata de una media que crea un gravamen en sus condiciones de 
detención. Lo que tenemos que fundamentar es esto. Lo que tiene que visualizar el Juez para hacer lugar al 
habeas corpus y que no sea desestimado es que determinada circunstancia, de hecho, le está provocando a 
esta persona un agravamiento en la condición en la que cumple su pena privativa de libertad. Eso es un 
proceso sumarísimo y en 24 horas el Juez tiene que llamar al interno a que comparezca en la sede del 
Tribunal y a todas las partes involucradas. Esto es: si es por el servicio penitenciario federal, a un funcionario 
del servicio penitenciario; nosotros, en el caso en que lo presentemos, también estamos en la audiencia como 
los peticionarios. 


El habeas corpus no siempre es por un tema penitenciario. El habeas corpus correctivo también se da cuando 
una persona está privada de libertad y está esperando -esto se da por falencias del mismo sistema en que el 
interno no puede acceder a comunicarse con el Tribunal en forma directa- una resolución en su causa o en la 
libertad condicional o en salidas transitorias, etcétera. Entonces, si esto no llega por ser de distinta 
jurisdicción, presenta un habeas corpus correctivo para que el Juez del habeas corpus se ocupe de solicitar al 
Juez competente la orden de libertad. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Me parece muy interesante y un planteo novedoso. 


Si entendí bien, el habeas corpus correctivo cabría en los casos de una prisión no indebida sino inadecuada. 
Es decir, condiciones que hacen mucho más gravosa la prisión, aunque sea "legítima", entre comillas. Eso 
significa que siete o nueve reclusos en una celda es realmente inadecuado. ¿No es así? Es decir que el 
cumplimiento de la ley es totalmente teórico, porque de verdad la ley se cumple de una manera 
absolutamente diferente a lo que el legislador entendió que debía hacerlo. 


SEÑORA GASS.- Exactamente. Nosotros tenemos el instituto legal previsto; después el alcance que se le da 
ya tiene que ver con la voluntad judicial. Yo puedo plantear un habeas corpus correctivo por tener 150 
personas en un pabellón con un solo baño y con instalaciones deplorables. En definitiva, hablamos de qué 
alcance le quiere dar, porque todos sabemos que se están violando las condiciones adecuadas, pero a veces el 
realismo pesa por sobre el deber-ser, por sobre lo que nos marca el Derecho. 


SEÑORA GIL.- Creo que este es un caso típico que hace meses recibimos en el Grupo Tripartito. Se trata de 
un hombre cuadripléjico que fue trasladado de una cárcel del interior al Hospital Penitenciario sin 
posibilidades de que recibiera asistencia porque no hay personal. Hemos hecho todos los reclamos 
imaginables para conseguirle el traslado, por ejemplo, a una prisión domiciliaria, pero no se ha podido. 


SEÑORA GASS.- En dos o tres casos similares, en los que había problemas de salud, el doctor Mugnolo ha 
planteado el arresto domiciliario, porque esto ya no sería un habeas corpus correctivo. Es muy difícil que un 
Juez de habeas corpus, que está de turnos por veinticuatro horas y entiende nada más que en ese caso, que es 
urgente y se aplica cuando ya no queda otra alternativa judicial, resuelva un tema de este tipo, que tiene que 
ver con arresto domiciliario. Si bien en nuestro país esto está previsto para mayores de setenta años y para 
enfermos terminales, el doctor lo ha planteado varias veces. 


SEÑOR MUGNOLO.- También hemos presentado un proyecto ante el Ministerio de Justicia que modifica el 
Reglamento de Modalidades Básicas de la Ley de Ejecución, en el sentido de ampliar todas las características 
que dispone ese artículo a los efectos de plantear el arresto domiciliario. En su momento, el HIV fue una 
enfermedad "novedosa" -entre comillas-, y se planteó la posibilidad de que quienes la sufrieran tuvieran 
arresto domiciliario. Pero los Jueces solo otorgan la prisión domiciliaria en casos terminales en los que 
quedan un mes o semanas de vida. Estamos tratando de ampliar esos requisitos para los últimos seis o doce 
meses de vida, a fin de que tengan una muerte digna. Inclusive, a veces sucede que cuando se otorga el 
arresto domiciliario, la contención familiar, la disposición de los medicamentos y la asistencia médica -que 
no existe dentro de la unidad carcelaria-, permiten que la persona se rehabilite. Después el Juez decidirá si se 
continúa o no con el arresto domiciliario, pero por lo menos estamos tratando de salvar una vida. 


SEÑOR NAVAS.- Quisiera hacer una consulta sobre el instituto del habeas corpus correctivo. Advierto que el 
alcance que tiene adjudicado en Argentina es bastante amplio, e infiero que comprende medidas disciplinarias 
que pueden estimarse como más gravosas, excesivamente altas o perjudiciales. ¿Esto es así? Me estoy 
refiriendo, por ejemplo, a una sanción de celda aislada, al confinamiento solitario o algo por el estilo. 


Por otra parte, quisiera saber si siempre manejan este tipo de planteamientos con el Juez de ejecución. 


SEÑOR GASS.- No, porque tenemos separada la Justicia de ejecución de la Justicia de instrucción penal. 
Entonces, el habeas corpus correctivo se presenta ante el Juez de turno. Hay turnos de veinticuatro horas 
entre los Jueces de instrucción, y los habeas corpus se presentan ante los Jueces de instrucción de turno de 
habeas corpus. 


Pero no todo es materia de habeas corpus correctivo. Por lo menos a nosotros -que tenemos Jueces de 
ejecución- nos parece mejor que las sanciones sean materia del Juez de ejecución. El habeas corpus lo vemos 
como la última "ratio" en una situación gravísima en la que ese debe ser el promedio procesal, un remedio de 
veinticuatro horas, urgente. Si no es así, una sanción puede ser resuelta por el Juez de ejecución, salvo que se 
trate de una cuestión que ponga en peligro la vida del interno o algo por el estilo. Insisto: esto podría ser 
materia del Juez de ejecución más que del Juez de habeas corpus. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El otro día, en el Penal de Libertad, hablábamos con el Inspector Navas sobre un 
comentario que nos habían hecho algunos reclusos. Se trata de una cuestión que no es para un habeas corpus 
porque no tiene la urgencia del caso, pero que es importante: la progresividad del tipo de sanción penal, del 
tipo de modos de reclusión. A veces, con penas largas, la condición de reclusión condicionada a la conducta 
es casi el único estímulo que el preso tiene para mantener una buena conducta. Es decir que no hablamos solo 
del instituto de la libertad anticipada, etcétera, sino de la capacidad de poder acreditar una buena conducta 
carcelaria, lo que en las actuales estructuras carcelarias ya es complejo. Además, aun cuando se acreditare la 
buena conducta, habría una consecuencia inmediata sobre el nivel del cumplimiento de la aprehensión, que es 
muy importante y que hemos dado en llamar la progresividad de la aplicación de las sanciones. Si bien esto 
no es para un habeas corpus porque no hay un matiz de urgencia, creo haber interpretado la pregunta del 
Inspector Navas en cuanto a que sea el Juez de la causa quien decida sobre ese tipo de condiciones que van 
más allá de lo disciplinario. Sin duda, este habeas corpus es un instrumento altamente interesante y a tener 
muy en cuenta. 


SEÑOR CHIFFLET.- Sin duda ustedes conocen la experiencia colombiana de la cárcel de Bella Vista; había 
una situación infernal que, prácticamente, pudo dominarse. No sé si en Argentina tienen alguna experiencia 
particular sobre organización interna del establecimiento carcelario que haya permitido la superación de 
problemas. 


SEÑOR MUGNOLO.- Entre nosotros siempre decimos: "No tenemos, pero tenemos". No creo en las 
cárceles gestionadas por los presos; lo digo sinceramente. Esta es la primera cuestión que quiero aclarar. La 


de Bella Vista fue una experiencia muy singular, desarrollada en un contexto de razones muy propias del 
lugar. 


En Argentina hay una experiencia limitada de autogestión dentro de la cárcel. En la Unidad III de Mujeres y, 
sobre todo, en la Cárcel Devoto, tenemos el Centro Universitario de Devoto, en el que se siguen carreras. El 
Centro está vinculado con la Universidad de Buenos Aires y tiene un estatuto que dispone un régimen por el 
cual, de alguna manera, los propios internos son los que administran, con cierto control de las autoridades 
penitenciarias. Por ejemplo, diez de ellos viven en el Centro Universitario; ellos organizan todas las 
cuestiones burocráticas y tienen un centro de estudiantes en el que votan cuando hay elecciones. Además, 
organizan distintos tipos de actividades. El Presidente del Centro tiene su oficina. Tienen sus ámbitos de 
actividades comunes y distintos departamentos; todo eso lo gestionan los internos. Por supuesto, hay un 
oficial superior que acompaña la Dirección, que no es exclusivamente autónoma. 


Traigo esto como ejemplo porque ha dado muy buenos resultados. Uno podría preguntarse: "¿Hablamos de 
instalar la Universidad en la cárcel?" Lo cierto es que ningún egresado del Centro Universitario de Devoto ha 
reincidido. 


(Interrupción del doctor Cejas) 


Me acotan que, en realidad, hay un 1% de reincidencia, lo que indica la bondad del sistema. Yo conocía un 
solo caso, y la persona no se había recibido. De todos modos, ese 1% confirma la regla. 


Me parece interesante que se abran espacios de libertad dentro de la cárcel; eso contribuye a la socialización 
y a la forma de vinculación de los reclusos. Ahora bien, hay que ver de qué manera se hace, pero resulta 
interesante la experiencia de Bella Vista porque revela que dentro de la cárcel también puede haber una 
actividad conducida por los propios internos en el marco de los regímenes existentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reiteramos nuestro agradecimiento profundo por vuestra visita. Sin duda, este es el 
comienzo de un relacionamiento más profundo en el marco de una experiencia por la que Uruguay comienza 
a transitar y Argentina hace ya un tiempo que viene desarrollando, con las particularidades que se han 
mencionado. 


No resta más que insistir en agradecer la presencia de todos quienes han estado aquí, personas directamente 
vinculadas con la operativa del tema que nos ocupa. 


La Comisión de Derechos Humanos tuvo la opción de organizar un evento de naturaleza abierta o una sesión 
con la presencia de integrantes del Grupo Tripartito. Nos pareció que este era el camino más prudente para 
aprovechar esta experiencia y este intenso diálogo. Vi que algunos colegas, muy trabajadores, han tomado 
nota de alguno de los comentarios que se han vertido, lo que seguramente se transformará en un elemento 
fermental para la futura producción legislativa. 


Por último, asumimos el compromiso de mantener este diálogo que enriquece a nuestras comunidades lo que, 
en definitiva, es a lo que nos debemos y lo que nos importa. 


SEÑOR MUGNOLO.- Nos sentimos honrados por la invitación y quedamos a vuestra disposición. Les 
trasmito la invitación formal de que nos visiten cuando quieran conocer la Procuración o algunas unidades 
penitenciarias de nuestro país. Hoy hablábamos con el Director Nacional de la importancia de algo que 
también mencioné a los periodistas: creo que Uruguay ya está maduro y necesita un servicio penitenciario 
especializado en la materia. Es bueno que vayan pensando en ello y Argentina, que tiene larga experiencia en 
este sentido, puede realizar aportes. 


Les agradecemos muchísimo que nos hayan brindado esta oportunidad de comunicarnos y, por supuesto, 
queda abierta la posibilidad de mantener un diálogo permanente en el que volquemos todos nuestros aportes 
y todo lo que podamos aprender de ustedes. 


(Aplausos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


(Es la hora 12 y 59) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


